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preventivas de embargo como medida cautelar se encuentra amparada
no sólo por el artículo 128 de la Ley General Tributaria sino en diversas
resoluciones, entre las que se señalan las de 19 de mayo de 1998 y 23
de junio de 2000; 4.-Que se considera que el principio de tracto sucesivo
recogido por el artículo 20 de la Ley Hipotecaria no impide la anotación
preventiva de embargo a que se ha hecho referencia.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de la nota, informó: 1.–Que
se considere que entre las medidas cautelares señaladas en el número
2.b) del artículo 128.1 de la Ley General Tributaria, se habla de «embargo
de bienes y derechos», pero no se dice quien ha de ser el titular de esos
bienes y derechos y si este artículo se está refiriendo al cobro de unas
deudas; parece claro e indiscutible, que debe referirse a los bienes y dere-
chos del deudor o, en su caso, el responsable subsidiario declarado, pero
no dice ni puede decir que para asegurar el cobro de una deuda, se puede
dictar un Acuerdo, embargando bienes de un tercero que nada tiene que
ver con la deuda que no ha sido declarado responsable, ni principal ni
subsidiario y al que ni siquiera se le ha notificado, pues sólo se le notifica
el 4 de junio de 2002 el mandamiento de embargo, no constando dicha
notificación en el mandamiento. Que se fuerza la interpretación del artículo
128 de la Ley General Tributaria hasta lo imposible y se decreta el embargo
de un bien privativo de un titular registral, por el hecho de estar casado
con el administrador de una sociedad que es deudora. 2.-Que dice el artículo
128 de la Ley General Tributaria que en ningún caso se adoptarán medidas
cautelares «que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible repa-
ración». Que hay que pensar en los perjuicios irreparables que se pueden
producir si se llega a la subasta de los bienes embargados y se priva
la titular registral de un patrimonio privativo, sin demostrar su respon-
sabilidad, ni culpa, ni la existencia de un acto fraudulento. Perjuicio que
también se causaría al acreedor titular de la hipoteca que grava la finca.
3.-Que la obligada principal la sociedad limitada, no fue declarada fallida
hasta el 9 de julio de 2001 y las capitulaciones y liquidación de la sociedad
de gananciales, se habían otorgado el 30 de enero de 2001. Que en el
caso que se estudia si el titular registral es culpable de un acto fraudulento,
el camino adecuado es acudir a los Tribunales y al procedimiento adecuado,
pero esto no cabe dentro del ámbito registral, como ha reconocido el Pre-
sidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León en Auto de
16 de abril de 2000. 4.-Que con el Acuerdo de medidas cautelares y la
total falta de notificaciones, se ha causado a la titular registral una total
indefensión en sus derechos y en su patrimonio; indefensión prescrita
por el artículo 24 de la Constitución Española, como muy claramente se
señala en la Resolución de 4 de octubre de 1993. 5.-Que los bienes embar-
gados, desde 30 de enero de 2001, ya no eran gananciales, sino privativos
del titular registral y que antes de dicha fecha, ni al titular registral, ni
a su cónyuge-administrador, se le había notificado, deuda ni responsa-
bilidad de ninguna clase. 6.- Que las Resoluciones citadas por el recurrente
se refieren a casos distintos al aquí discutido.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española, 7, 128 y 134 de
la Ley General Tributaria, 3, k) y l) de la Ley de Garantías y Derechos
de los Contribuyentes, 42 de la Ley Hipotecaria y 139 de su Reglamento,
y las Resoluciones de esta Dirección General de 9 de julio de 1998 y 12
de noviembre de 2002.

1. Son hechos relevantes para la resolución del presente recurso los
siguientes:

Como consecuencia de un procedimiento administrativo de apremio
por impago de deudas tributarias de una sociedad, se ejercita acción de
derivación de responsabilidad contra su administrador, dictándose man-
damiento de embargo cautelar contra la esposa de dicho administrador,
a la que, como consecuencia de disolución de la sociedad de gananciales
que tenía con aquél, se le habían adjudicado las fincas embargadas.

El Registrador deniega la anotación por ir la demanda dirigida contra
el administrador y estar las fincas inscritas a nombre de su esposa.

El Abogado del Estado recurre la calificación.

2. El recurso no puede prosperar. Si bien es cierto que al embargo
cautelar no pueden aplicarse las normas referentes al embargo ejecutivo,
y ni siquiera es precisa en él la notificación al embargado, dadas las limi-
taciones de tal tipo de embargo (cfr. artículo 128 de la Ley General Tri-
butaria), siempre será imprescindible que se trate de medidas cautelares
que garanticen el resultado de un procedimiento que pueda ser entablado
contra el afectado por aquéllas medidas, pues toda medida de tal tipo

previa al inicio de un procedimiento debe estar dirigida al aseguramiento
de su resultado, y, por ello, sólo puede ser adoptada por el órgano al
que corresponde conocer de dicho proceso (cfr. artículo 723 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil), y, puesto que la Administración Tributaria no
tiene competencia para declara (la responsabilidad de los bienes de un
cónyuge por deudas contraídas por el otro cónyuge, sino que tal declaración
compete a los Tribunales de Justicia (cfr. artículo 117 de la Constitución
Española), no cabe admitir que, en procedimiento de apremio adminis-
trativo seguido contra un cónyuge pueda acordarse con carácter cautelar
el embargo de bienes de su consorte, pues, como queda dicho, en el pro-
cedimiento de apremio no podrá declararse la responsabilidad de los bienes
del consorte por las deudas perseguidas.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto,
confirmando la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 25 de junio de 2003.—La Directora General, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador de la Propiedad n.o 1 de Valladolid.

16328 RESOLUCIÓN de 26 de junio de 2003, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Notario de Villajoyosa, don Pedro
Horcajada Fernández-Quero, contra la negativa del Regis-
trador de la Propiedad de Villajoyosa, don José Manresa
García, a inscribir una escritura de agrupación.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Villajoyosa,
don Pedro Horcajada Fernández-Quero, contra la negativa del Registrador
de la Propiedad de Villajoyosa, don José Manresa García, a inscribir una
escritura de agrupación.

Hechos

I

Por escritura otorgada ante el Notario de Villajoyosa, don Pedro Hor-
cajada Fernández-Quero el 18 de noviembre de 2002, doña Catherine-M
C. agrupó tres fincas colindantes de que era titular con el fin de constituir
una única entidad hipotecaria. Dos de las fincas se encontraban previa-
mente inscritas en el Registro de la Propiedad y otra no, si bien se acom-
pañan con respecto a esta última las escrituras de adquisición por el agru-
pante y por su transmitente, acompañándose, asimismo certificación catas-
tral de la finca agrupada.

II

Presentada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad de Villa-
joyosa, fue calificada con la siguiente nota: «Villajoyosa el 18 de noviembre
de 2002, ante el señor Notario, don Pedro Horcajada Fernández-Quero,
con el número 1.917 de protocolo, el 3 de diciembre de 2002, bajo el
número 853 del Libro Diario número 90, se ha procedido a su calificación,
habiéndose tenido también a la vista, para dicha calificación, los siguientes
documentos: 1.-Escritura otorgada en Villajoyosa el 12 de junio de 2001,
ante el señor Notario don Pedro Horcajada Fernández-Quero, con el número
1.190 de protocolo. Tras dicha calificación, I.-Se suspende la inscripción
del documento presentado por los motivos que se hacen constar a con-
tinuación, en los que se recogen los correspondientes Hechos y Funda-
mentos de Derecho: Primero-1.-En el título objeto de la calificación se
pretende la inscripción de la agrupación de las fincas a que se refiere
el Exponendo I de aquél, previa la inmatriculación de la descrita en segundo
lugar de dicho exponendo. 2.-Con relación a la mentada inmatriculación,
el número 1 del artículo 298 del Reglamento Hipotecario, con arreglo a
lo dispuesto en los artículos 199 b) y 205 de la Ley, establece que en
la inmatriculación de fincas en virtud de títulos públicos de su adquisición
deberá incorporarse o acompañarse a dicho título público de adquisición
, en concordancia con lo preceptuado en el número siete del artículo 53
de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, certificación catastral descriptiva
y gráfica de la finca que se trate de inmatricular, en términos totalmente
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coincidentes con la descripción de ésta en el citado título, de lo que resulte
además que la finca está catastrada a favor del transmitente o del adqui-
rente. 3.-En el presente supuesto no se ha aportado la citada certificación
catastral de la finca cuya inmatriculación se pretende, no pudiendo tenerse
por cumplidos los requisitos para ello en base a la certificación catastral
incorporada al título objeto de la calificación, por cuanto ésta última viene
referida a la finca resultante de la agrupación y no a una de las que
es objeto de dicha operación registral y respecto de la que, concretamente,
se solicita su inmatriculación. 4.-En consecuencia, a la vista de lo expuesto
en los precedentes apartados y de conformidad con lo dispuesto en los
preceptos que en el apartado 2 se citan, procede la mencionada suspensión.
Segundo. 1.-Con relación a la agrupación de que se trata, el régimen legal
de las agrupaciones de fincas ha de referirse a los inmuebles que figuren
inscritos en el Registro, a fin de que puedan apreciarse las circunstancias
objetivas para la efectividad de tales operaciones y las facultades domi-
nicales del titular, por lo que la agrupación de una finca inscrita con
otra que no lo está exige, para que pueda practicarse la inscripción del
inmueble resultado de la agrupación, que previamente sea inscrita aquella
porción que no hubiera tenido acceso al Registro, porque de lo contrario
se privaría con facilidad de eficacia a las normas establecidas en la Ley
Hipotecaria para la inmatriculación de fincas. 2.-Dado que en el presente
caso una de las fincas objeto de agrupación no está inmatriculación, no
habiéndose cumplido tampoco, por otro lado, los requisitos exigidos para
su inmatriculación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 45
del Reglamento Hipotecario y los criterios contenidos en las Resoluciones
de la Dirección General de los Registros y del Notariado del 19 de octubre
de 1955 y, especialmente, la de 6 de febrero de 1958, procede asimismo,
en consecuencia, la mencionada suspensión. No se practica anotación pre-
ventiva de suspensión por no haberse solicitado. Contra esta calificación
se podrá interponer recurso ante la Dirección General de los Registros
y del Notariado en el plazo de un mes, que se computará desde la fecha
de la notificación de dicha calificación. Dicho recurso se presentará en
este Registro de la propiedad de La Vila Joiosa para la citada Dirección
General. Asimismo, podrá presentarse en los Registros y Oficinas previstos
en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, o en cualquier Registro de la Propiedad para que sea inme-
diatamente remitido al Registrador cuya calificación o negativa a practicar
la inscripción se recurre. Dicho recurso aparece regulado en los artículos
324 y siguientes de la Ley Hipotecaria, según redacción dada por la Ley
24/2001, de 7 de diciembre. La Vila Joiosa, a 19 de diciembre de 2002.
El Registrador de la Propiedad». Firma ilegible.

III

El Notario autorizante de la escritura don Pedro Horcajada Fernán-
dez-Quero interpuso contra la nota de calificación recurso gubernativo
y alegó: Que la certificación catastral se refiere a la finca agrupada. Que
la certificación catastral tiene por finalidad obtener una adecuada iden-
tificación de la finca. Que la escritura de agrupación cumple las exigencias
del sistema, pues produce una mayor seguridad en el tráfico inmobiliario
evitando el mecanismo del exceso de cabida. Que está fuera de todo prin-
cipio jurídico-registral subordinar la inscripción de una finca registral a
una operación previa de segregación catastral, obligando al interesado
a instar un procedimiento administrativo para poder obtener una solución
a sus pretensiones, máxime cuando hay coincidencia global de la finca
catastral con la agrupada y el procedimiento de segregación catastral no
va a aportar ningún hecho nuevo susceptible de nueva calificación.

IV

El Registrador de la Propiedad de Villajoyosa, don José Manresa García
en su informe argumentó lo siguiente: Que para la inmatriculación de
una finca, el número 1 del artículo 298 del Reglamento Hipotecario, en
concordancia con lo dispuesto por el número siete del artículo 53 de la
Ley 13/1996 de 30 de diciembre, exige la aportación de certificación catas-
tral descriptiva y gráfica de la finca que se trate de inmatricular, en tér-
minos totalmente coincidentes con la descripción de ésta en el título inma-
triculador, de la que resulte, que la finca está catastrada a favor del trans-
mitente o adquirente, identidad descriptiva ésta, recogida en la sentencia
del Tribunal Supremo de 24 de febrero de 2000. Que al referirse la cer-
tificación catastral a una parcela poco coincidente con la finca no inscrita
recogida en el título dicha realidad e identidad de la finca se ve seriamente
comprometida generando dudas al respecto. Que no se quiere obligar a
la interesada a que inste un procedimiento administrativo de previa segre-

gación catastral. Que existen otros medios a fin de acreditar la identidad
de la finca como por ejemplo el acta de presencia y notoriedad e incluso
el certificado o informe expedido por técnico competente a que se refieren
los números dieciocho del artículo 53 de la ley 13/1996, así como, el número
3 del artículo 298 del Reglamento Hipotecario.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 205 de la Ley Hipotecaria, 53.7 de la Ley 13/1996
y 117 y 298 del Reglamento Hipotecario.

1. Se presenta en el Registro escritura de agrupación de tres fincas,
una de las cuales no se halla inscrita. Al efecto de la inmatriculación
de esta última se presentan las escrituras de adquisición por el agrupante
y por su transmitente. Acompañándose la certificación catastral de la agru-
pada, el Registrador suspende la inscripción de la finca no inscrita y de
la agrupada por no referirse la certificación catastral a la finca no inma-
triculada, sino a la agrupada. El Notario recurre.

2. El recurso ha de ser estimado. Una interpretación teológica del
artículo 53.7 de la Ley 13/1996, que exige en toda inmatriculación la cer-
tificación catastral coincidente con la que se pretende inmatricular lleva
a la conclusión de que, si coincide, en el presente supuesto, la certificación
catastral, con la descripción de la finca resultante de la agrupación, haya
de entenderse cumplido el requisito referido, pues lo contrario significaría,
como dice el recurrente, obligar al inmatriculante a instar una segregación
catastral destinada a quedar sin efecto inmediatamente como consecuencia
de la agrupación. Otra cosa sería que la certificación, tal y como se aporta,
no permitiera la identificación de la finca originaria, pero tal alegación
no resulta de la nota de calificación, y, aunque se alude a ella en el informe
del Registrador, al no haber sido alegada en la calificación, no puede ser
tenida en cuenta, como establece el artículo 326 de la Ley Hipotecaria,
pues se produciría indefensión en el recurrente.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto,
revocando la calificación del Registrador, tal como ha sido formulada.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia
del lugar donde radica el inmueble, en el plazo de dos meses desde su
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 26 de junio de 2003.—La Directora General, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador de la Propiedad de Villajoyosa.

16329 RESOLUCIÓN de 27 de junio de 2003, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Notario de Las Palmas de Gran
Canaria, don Antonio Roberto García García, contra la
negativa de la Registradora de la Propiedad de Telde, doña
M.a Cristina Casado Portilla, a inscribir una escritura com-
plementaria de otra.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Las Palmas
de Gran Canaria, don Antonio Roberto García García, contra la negativa
de la Registradora de la Propiedad de Telde, doña M.a Cristina Casado
Portilla, a inscribir una escritura complementaria de otra.

Hechos

I

El 19 de septiembre de 1979, mediante escritura otorgada ante don
Mariano Arias Llamas, Notario de Vecindario, aclarada por otras otorgada
el 7 de diciembre de 1981, ante don Luis Ángel Prieto Lorenzo, Notario
de Las Palmas de Gran Canaria, don Celedonio B.F, en estado de casado
con doña Carmen C.P., compró la finca n.o 8.071 del Registro de la Pro-
piedad de Telde, n.o2. Dichas escritura fueron inscritas en el citado Registro
de la Propiedad a nombre de don Celedonio B.F. para su sociedad conyugal.

Posteriormente, el 12 de febrero de 2001, ante don Alberto Roberto
García García, Notario de Las Palmas de Gran Canaria, don Celedonio
B.F. actuando en su propio nombre y derecho y además en nombre y
representación de sus hijos, otorga escritura complementaria de la ante-


